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OPINIÓN

La decisión sobre los bonos de la 
deuda agraria que tomó el Tri-
bunal Constitucional (TC) el 16 

de julio del 2013, ha dejado al país en 
un peligroso limbo institucional, de-
bido a los vicios  procesales de la reso-
lución adoptada y la denuncia de uno 
de los magistrados sobre que su voto 
fue indebidamente alterado.

No obstante, como parte del man-
dato de la resolución del TC, el MEF 
publicó, el 18 de enero del 2014, una 
fórmula de actualización que “refle-
jaba” la resolución dispuesta por el 
TC. Sin embargo, el MEF no encontró 
mejor salida que “reproducirla” de un 
borrador de proyecto de ley denomi-
nado “Ley de actualización de la deu-
da derivada de los bonos de la deuda 
agraria emitidos en el marco de la Ley 
N°15037 y el Decreto Ley N°17716”, 
encarpetado  desde el año 2011 y -por 
todos los indicios- elaborada bajo la 
dirección del entonces viceministro 
Luis Miguel Castilla Rubio.

Prestigiosos economistas perua-
nos, entre ellos exasesores del MEF, 
profesores universitarios y consulto-
res de empresas, coinciden en afirmar 
que la fórmula propuesta por el MEF 

contiene errores matemáticos garra-
fales. Mientras unos sienten vergüen-
za profesional, otros no se explican 
cómo el MEF presentó en el 2014 una 
supuesta nueva fórmula -que según 
ellos interpretaba la resolución del 
TC-, cuando en realidad ellos tenían 
la fórmula desde el 2011. Es decir, dos 
años antes. 

Otro problema de la decisión del TC 
-y uno de los más graves- es la senten-
cia del 15 de marzo del 2001 en la que 
el TC había declarado inconstitucio-
nal el artículo 2 de la Ley N° 26597 por 
su carácter nominalista; sin embargo, 
en la ejecución de esa misma senten-
cia, el TC aprobó una metodología de 
valorización que representa el mismo 
criterio nominalista que la sentencia 
original había desechado. 

Con todo lo ocurrido, se trata de 
una resolución impresentable cuya 

vigencia es ya un peligro para la de-
mocracia y una amenaza permanen-
te a los derechos fundamentales de 
todos los peruanos. Por ello, invoca-
mos al TC para que demuestre su in-
dependencia declarando la nulidad 
de la resolución del 16 de julio del 
2013 y formule una nueva resolución 
que reivindique el estado de derecho 
y garantice la vigencia de los derechos 
que hoy acogerán a los expropiados 
de la Reforma Agraria y, mañana, a 
otros peruanos.

En ese camino, el rol del TC será el 
de confirmar la existencia y eficacia 
del sistema normativo de protección 
al derecho de propiedad. El caso de 
los bonistas de la Reforma Agraria se-
rá el termómetro que nos dirá si esta-
mos ante un ordenamiento real o an-
te ilusiones normativas. 

La función del TC es defender la 
Constitución y los derechos de los pe-
ruanos, no recortarlos. Es un proceso 
complejo pero necesario. La indepen-
dencia del TC no es una dádiva cons-
titucional, es una conquista histórica 
que se defiende día a día. Por ello, 
nuestra obligación como peruanos 
será defender un TC que pueda man-
tener un perfil de independencia fren-
te a un Gobierno de turno, siempre 
inmediatista e invasor de fueros y es-
pecialmente renuente al cumplimien-
to de la deuda interna. Para tomar es-
tas decisiones se necesitará mucho 
coraje. ¿Lo tiene el nuevo TC? 

La cuarta es
la vencida

MÁS MEDIDAS. A pesar de que el tercer paquete de me-
didas que diseñó el Ejecutivo a mediados de año sigue 
atascado en el Congreso esperando aprobación -habien-
do perdido ya todo el sentido de urgencia con el que se 
ideó-, la semana pasada se incrementaron los rumores 
acerca de un nuevo paquete para reactivar la todavía 
debilitada economía de nuestro país. El mismo Alonso 
Segura, titular del MEF, dijo que están evaluando las 
propuestas al interior del Gobierno y que “en las próxi-
mas semanas entregaremos algo ya terminado”. 

Como hemos venido insistiendo, esperamos que dicho 
paquete contenga los instrumentos necesarios para flexi-
bilizar de manera más audaz nuestro régimen laboral, uno 
de los más onerosos de América Latina y el mayor lastre 
que enfrenta la inversión privada en el país hoy en día (que 
ya viene sufriendo una contracción en lo que va del año). 

A diferencia de algunas de las propuestas esbozadas 
por analistas y gremios empresariales, nosotros creemos 
que lo más pernicioso dentro de la regulación laboral no 
está relacionado a los beneficios que reciben los trabaja-
dores en planilla, sino principalmente a todos los costos 
asociados a la contratación y despido de personal. Por 
ejemplo, sería productivo crear herramientas para de-
fender al empleador ante despidos asociados a la situa-
ción financiera de la empresa, así como al desempeño del 
trabajador, cosa que no existe hoy en día. Necesitar la 
aprobación del Ministerio de Trabajo, por otro lado, tam-
bién resulta inútil, dado que en los últimos 10 años el Min-
tra no ha considerado ningún despido como justificado.

Si bien nuestra posición en el ranking Doing Business 
de este año es bastante buena, es importante acercarnos 
al tope de la lista. No solo para consolidarnos como el pri-
mer destino de las inversiones que quieran tener exposi-
ción en la región, sino para asegurar el crecimiento de los 
próximos años. Para ello, sin duda, una de las medidas que 
necesitamos es la reforma del régimen laboral, uno de los 
aspectos que el Foro Económico Mundial considera como 
los más problemáticos para hacer negocios en el país.

Claro, poco importará el contenido del paquete si el 
Congreso demora otros seis meses en aprobar las medi-
das que dispone, si es que finalmente las aprueba 
eso es. 

Bonos agrarios: la deuda del TC

CARICATURA por CARLOS LAVIDA

“La función del 
Tribunal 
Constitucional es 
defender la 
Constitución y los 
derechos de los 
peruanos, no 
recortarlos”.

OPINIÓN

Mario Seoane
ABOGADO

“Sería productivo crear herramientas 
para defender al empleador ante 
despidos justificados”.


